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INTRODUCCIÓN 

En las últimas décadas, la justicia constitucional ha adquirido un papel 

central en la configuración y defensa de la democracia en América Latina; 

dentro de este contexto, la región, caracterizada históricamente por la 

inestabilidad política, la desigualdad social y la fragilidad institucional, ha visto 

en los tribunales constitucionales y cortes supremas, un actor clave para la 

protección de los derechos fundamentales, la limitación del poder y la 

consolidación del Estado de derecho. 

En ese sentido, autores como Roberto Gargarella, Conrado Hübner 

Mendes y Sebastián Guidi, han destacado que la justicia constitucional 

latinoamericana se ha desarrollado en un contexto de transición democrática, 

donde la necesidad de garantizar la supremacía constitucional y los derechos 

sociales ha sido fundamental para enfrentar los desafíos de la gobernabilidad y 

la legitimidad institucional.  

En este sentido, Gargarella (2013) subraya que “la justicia constitucional 

en América Latina ha sido llamada a resolver no solo disputas jurídicas, sino 

también profundas tensiones políticas y sociales, actuando como árbitro en 

momentos de crisis y como garante de la democracia”. 

En este orden de ideas, tenemos que la literatura reciente enfatiza que los 

tribunales constitucionales han desempeñado un papel crucial en la defensa de 

la democracia frente a tendencias autoritarias y amenazas a la independencia 

institucional; por ejemplo, en países como Brasil, México y Colombia, las cortes 
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han actuado de manera innovadora y autónoma para frenar intentos de 

concentración de poder y proteger la integridad de los procesos electorales. 

Según Figueroa y Rocha de Farias (2021), “la independencia judicial y la 

capacidad de los tribunales para ejercer control sobre los otros poderes del 

Estado son elementos esenciales para la resiliencia democrática en la región”; 

sin embargo, la justicia constitucional latinoamericana también enfrenta 

importantes desafíos, como por ejemplo, la politización de los tribunales, la 

presión de los poderes ejecutivos y la instrumentalización de la justicia en 

contextos de regresión democrática, como en Venezuela y Bolivia, ponen en 

evidencia los límites y riesgos de la función judicial en la región.  

Como señala Julio Ríos-Figueroa, “la protección efectiva de los derechos 

y la consolidación de la democracia dependen no solo del diseño institucional, 

sino también de la fortaleza y autonomía de los jueces frente a las presiones 

políticas”. 

Dentro de este contexto, queda claro que, la justicia constitucional en 

América Latina se encuentra en una encrucijada, dado que, por un lado, es un 

pilar fundamental para la defensa de la democracia y los derechos humanos; 

por otro, enfrenta amenazas que pueden debilitar su independencia y eficacia; 

en ese sentido, la literatura académica reciente coincide en que el 

fortalecimiento de la justicia constitucional es indispensable para la 

consolidación democrática en la región. 

Uno de los desafíos más significativos para la justicia constitucional en 

Latinoamérica, es la persistente interferencia política en los tribunales 

constitucionales, dado que, en muchos países latinoamericanos, los poderes 
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ejecutivos y legislativos han intentado influir en las decisiones judiciales, 

comprometiendo la autonomía de los jueces y la imparcialidad de la justicia 

constitucional. 

En ese sentido, según Magalhães y Garoupa (2023), destacan que 

“líderes populistas han dirigido ataques a los tribunales, comprometiendo la 

independencia judicial para obtener beneficios políticos”; por otro lado, en 

Ecuador, la corrupción y la interferencia política en juicios contra figuras de la 

oposición han reforzado la percepción negativa sobre la independencia judicial; 

según Sánchez Urribarri (2012), señala que en democracias en consolidación, 

la intervención judicial no puede analizarse solo desde las reglas formales, ya 

que la interferencia informal es un problema relevante. 

Por otro lado, sabemos que la región ha experimentado una ola de 

autocratización, donde los tribunales constitucionales se ven obligados a actuar 

como última barrera frente a la erosión de la democracia; en ese sentido, según 

Gargarella, Hübner Mendes y Guidi en The Oxford Handbook of Constitutional 

Law in Latin America, señala que los tribunales constitucionales “se han 

convertido en actores centrales en la prevención del retroceso democrático, 

aunque enfrentan ataques a su independencia y purgas judiciales”; por su parte 

Brinks y Blass (2018), argumentan que la transformación de la justicia 

constitucional en la región responde a la necesidad de proteger la democracia 

frente a tendencias autoritarias. 

Asimismo, se ha develado que la incapacidad de los sistemas políticos 

para resolver conflictos democráticamente ha llevado a una creciente 

judicialización de la política, donde los tribunales constitucionales deben 
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resolver disputas que deberían ser resueltas en el ámbito político; en ese 

sentido, se ha establecido que “los tribunales constitucionales se ven obligados 

a resolver cuestiones que no pueden ser abordadas democráticamente debido 

a la interferencia política, lo que subraya la necesidad de que actúen como 

garantías del Estado de derecho y los valores democráticos”; en ese sentido, 

según Leonardo García Jaramillo analiza cómo la “convencionalización” del 

derecho en América Latina ha incrementado la carga y la complejidad de los 

casos que llegan a los tribunales constitucionales. 

Dentro de este contexto, sabemos que la justicia constitucional 

latinoamericana enfrenta el reto de integrar los estándares internacionales de 

derechos humanos en sus decisiones, especialmente a través del control de 

convencionalidad; en ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos ha sido clave en la integración de derechos, pero existe 

preocupación por el “control abusivo de convencionalidad” que puede 

distorsionar el rol de los tribunales nacionales; en ese sentido conforme al caso 

Sabalsagaray en Uruguay, ilustra el desafío de armonizar el derecho 

internacional de los derechos humanos con el derecho constitucional nacional. 

Por otro lado, también queda claro que la región presenta una gran 

diversidad en los modelos de justicia constitucional, lo que genera dilemas 

sobre el alcance y los límites del poder judicial; según Brinks y Blass (2018), 

sostienen que “las diferentes constituciones latinoamericanas reflejan 

preferencias diversas sobre la naturaleza y el alcance del poder judicial, lo que 

obliga a los tribunales a navegar entre el empoderamiento y las restricciones 

políticas”; por su parte, Roberto Gargarella, ha señalado que la justicia 
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constitucional en América Latina enfrenta el reto de equilibrar la protección de 

derechos con la legitimidad democrática; precisando finalmente que algunos 

casos recientes ilustran estos desafíos, como en Brasil, en donde el Supremo 

Tribunal Federal ha resistido las presiones autoritarias del ejecutivo, 

defendiendo la democracia frente a amenazas directas; por otro lado en 

México, la Suprema Corte defendió la independencia del órgano electoral frente 

a intentos del ejecutivo de debilitarlo y finalmente, en Colombia, la Corte 

Constitucional bloqueó intentos de reelección presidencial indefinida, 

protegiendo la estabilidad democrática.   
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CAPITULO I.- Planificación del Trabajo de Suficiencia Profesional 
 

1.1. Título y descripción del trabajo 
 

 

Título del Trabajo 
 

El presente trabajo de suficiencia profesional lo he titulado: Análisis y 

crítica a la justicia constitucional dentro del sistema de América Latina.  

1.2. Objetivos del presente trabajo 

 

La justicia constitucional en Latinoamérica constituye uno de los 

desarrollos más relevantes y complejos del constitucionalismo 

contemporáneo, resultado de un proceso histórico de institucionalización 

orientado a la defensa de la supremacía constitucional, la protección de los 

derechos constitucionalmente cautelados y la limitación del poder político, 

este fenómeno, que ha cobrado especial fuerza desde la segunda mitad del 

siglo XX, se caracteriza por la creación de tribunales y cortes 

constitucionales, así como por la atribución de competencias específicas a 

las supremas cortes (Sagüés, 2004). 
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Como señala Humberto Nogueira Alcalá, la defensa de la Constitución 

en la región implica no solo el respeto a los derechos constitucionalmente 

cautelados, sino también la instauración de procedimientos e instituciones 

que limitan y controlan el poder político, en línea con la visión de Mauro 

Cappelletti sobre la emergencia de un “nuevo tipo de normas, 

institucionales y procedimientos constitucionales en un intento de limitar y 

controlar con ellos el poder político”; en este sentido, la jurisdicción 

constitucional latinoamericana se ha consolidado como un mecanismo 

esencial para restablecer la fuerza normativa y la supremacía de la carta 

fundamental, modificando la configuración del ordenamiento marco, en una 

estado constitucional de derecho, como lo plantea García Pelayo 

(Nogueira, 2005). 

El desarrollo del tema propuesto en lo que se refiere al continente, ha 

adoptado diversos modelos institucionales, entre los que destacan: a) los 

tribunales constitucionales independientes (extra poder), presentes en 

países como Perú, Chile, Ecuador y Guatemala; b) los tribunales 

constitucionales integrados en el poder judicial pero con autonomía 

funcional, como en Bolivia y Colombia; y, c) las salas constitucionales 

dentro de las cortes supremas, modelo adoptado en Costa Rica, El 

Salvador, Honduras y Venezuela; Louis Favoreu define al tribunal 

constitucional como una jurisdicción creada para conocer exclusivamente 

en materia de lo contencioso constitucional, independiente del aparato 

jurisdiccional ordinario (Sagüés, 2004). 
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Autores como Néstor Pedro Sagüés han identificado los principales 

retos de la jurisdicción constitucional en la región, entre los que destacan el 

reto del cambio (aceptación y adaptación institucional), el reto de la 

legitimidad (independencia e imparcialidad frente a la politización), el reto 

de la convivencia (coexistencia y coordinación con la justicia ordinaria) y el 

reto de la supremacía (afirmación del control de la carta fundamental frente 

a la interpretación legislativa); según Sagüés (2004), la legitimidad de estos 

órganos depende tanto de su independencia política como de su eficacia 

funcional, aspectos que han sido históricamente vulnerados por la 

injerencia de los poderes constituidos y la sobrecarga de casos; por su 

parte, César Landa Arroyo destaca la función contramayoritaria de la 

justicia constitucional, al ejercer el control judicial de las leyes y anular 

aquellas normas que resultan incompatibles con la Constitución, lo que 

genera una tensión permanente entre la soberanía popular y la supremacía 

constitucional (Landa, 2014). 

Conforme lo establece Landa (2014), la justicia constitucional en 

Latinoamérica ha evolucionado como un árbitro por encima del conflicto 

político y jurídico, siendo fundamental para la protección de los derechos 

constitucionalmente cautelados y la consolidación de la democracia, 

además, resalta la importancia del proceso de amparo como mecanismo de 

tutela efectiva de los derechos constitucionalmente cautelados, aunque 

advierte sobre los desafíos derivados de la debilidad institucional y la 

politización de los tribunales. 
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En el contexto regional, diversos estudios han señalado que el 

constitucionalismo latinoamericano ha transitado por varias etapas, desde 

el constitucionalismo liberal y social hasta el influjo del 

neoconstitucionalismo europeo, que introdujeron principios como el 

garantismo, la eficacia directa de las normas constitucionales y el 

reconocimiento de los tratados internacionales de derechos humanos como 

parte del bloque de constitucionalidad; este proceso ha dado lugar a la 

emergencia de un “nuevo constitucionalismo latinoamericano”, 

caracterizado por la centralidad de los derechos constitucionalmente 

cautelados, la ampliación de los mecanismos de control de la carta 

fundamental y el activismo judicial en defensa de la Constitución. 

Dentro del contexto establecido, conforme a las posiciones de 

Sagüés, Nogueira y Landa, la justicia constitucional en Latinoamérica se ha 

consolidado como un pilar esencial del Estado constitucional de derecho, 

enfrentando desafíos estructurales y coyunturales que ponen a prueba su 

legitimidad, independencia y eficacia. Como señala Jorge Carpizo, el 

estudio comparado de las instituciones constitucionales resulta 

fundamental para fortalecer los sistemas democráticos y la gobernabilidad 

en la región, así como para adaptar las mejores prácticas a las realidades 

nacionales. 
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1.3. Justificación 

Que, conforme señala Antonio Remiro Brotóns, la eficacia de los 

pactos supranacionales en el ámbito interno depende tanto de la voluntad 

estatal como de la estructura constitucional de cada país, lo que genera 

una diversidad de modelos de recepción y jerarquización normativa; en ese 

sentido, la convención de Viena sobre el derecho de los pactos 

supranacionales de 1969 establece el principio de “pacta sunt servanda”, 

según el cual los pactos supranacionales deben cumplirse de buena fe y no 

pueden ser desconocidos por disposiciones de las normas territoriales, 

principio recogido en la mayoría de las constituciones modernas. 

Sin embargo, la doctrina ha advertido que la aplicación interna de los 

pactos supranacionales no está exenta de dificultades; en ese sentido, 

conforme sostiene Eduardo Jiménez de Aréchaga, la incorporación de los 

pactos supranacionales al derecho interno puede verse obstaculizada por 

reservas, interpretaciones restrictivas o conflictos de jerarquía normativa, 

especialmente cuando los pactos supranacionales reconocen derechos 

fundamentales que pueden entrar en tensión con normas constitucionales o 

legislativas preexistentes.  

Por su parte, autores como Néstor Sagüés y Humberto Nogueira han 

analizado cómo la jurisprudencia constitucional en América Latina ha 

oscilado entre modelos monistas y dualistas, generando soluciones 

diversas respecto a la supremacía de los pactos supranacionales sobre las 

leyes nacionales. 
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El análisis crítico de un caso concreto de aplicación de la norma 

internacional en un sistema legal territorial permite identificar los desafíos 

prácticos y teóricos que enfrenta la integración normativa, así como evaluar 

el papel de los tribunales nacionales en la protección de los derechos y el 

cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el Estado. 
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CAPITULO II.- Marco Teórico 
 
2.1 Qué debemos entender por justicia constitucional. - 
 

Que, la justicia constitucional en América Latina desempeña un papel 

central y cada vez más complejo en el contexto actual de la democracia, su 

función como garante de los derechos fundamentales, árbitro de conflictos 

políticos y defensora del Estado de derecho se ha visto intensificada en un 

escenario regional marcado por desafíos democráticos, reformas 

constitucionales y tensiones institucionales.  

La justicia constitucional, a través de los tribunales y cortes 

constitucionales, ha sido fundamental para la protección de los derechos 

humanos, la limitación del poder estatal y la consolidación de la 

democracia; dentro de este contexto, según Daniel M. Brinks y Abby Blass 

sostienen que “la transformación de la justicia constitucional en América 

Latina responde a la necesidad de proteger la democracia frente a 

tendencias autoritarias y a la judicialización de la política”; en este sentido, 
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los tribunales constitucionales han asumido un papel protagónico como 

“árbitros de última instancia” en disputas políticas y sociales, especialmente 

en contextos de crisis institucionales. 

En los últimos años, la región ha sido escenario de importantes 

reformas constitucionales y de una creciente judicialización de la política; 

dentro de este contexto, el fenómeno de la “constitucionalización de los 

derechos” y la integración de estándares internacionales, como los 

provenientes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, han 

fortalecido el papel de los tribunales constitucionales como garantes de los 

derechos fundamentales; en ese sentido, según el informe de International 

IDEA, “la justicia constitucional ha sido clave para enfrentar la erosión 

democrática y el auge de tendencias autoritarias en varios países 

latinoamericanos”. 

Desafíos actuales 

A pesar de estos avances, la justicia constitucional enfrenta desafíos 

significativos a resaltar: 

1. Independencia judicial y presiones políticas: la interferencia de los 

poderes ejecutivo y legislativo sigue siendo un problema recurrente; 

según Magalhães y Garoupa (2023), advierten que “líderes populistas 

han dirigido ataques a los tribunales, comprometiendo la independencia 

judicial para obtener beneficios políticos”. 



20 
 

2. Sobrecarga y judicialización de la política: la incapacidad de los 

sistemas políticos para resolver conflictos ha llevado a una sobrecarga 

de los tribunales constitucionales, que deben resolver cuestiones de 

alta sensibilidad política. 

3. Reformas constitucionales y estabilidad democrática: las reformas 

recientes, como las de México y Chile, reflejan tanto avances como 

tensiones en la búsqueda de un equilibrio entre el poder judicial y los 

demás poderes del Estado. 

4. Protección de derechos y diversidad social: los tribunales han 

avanzado en la protección de derechos de grupos históricamente 

excluidos, como los pueblos indígenas, pero aún enfrentan retos para 

garantizar la inclusión y la igualdad. 

Análisis crítico sobre el rol de la justicia constitucional en 

Latinoamérica en la situación actual de la democracia 

La justicia constitucional en América Latina ocupa un lugar central en 

la defensa y consolidación de la democracia, pero su desempeño está 

marcado por tensiones, limitaciones y desafíos estructurales que invitan a 

un análisis crítico, en este ensayo, se resaltarán los principales puntos de 

debate académico y se ilustran con ejemplos relevantes. 

1. Efectividad y límites de la justicia constitucional 
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Los tribunales constitucionales latinoamericanos han sido concebidos 

como garantes de la democracia y los derechos fundamentales, actuando 

como árbitros en conflictos políticos y sociales; sin embargo, su efectividad 

está sujeta a tensiones inherentes en su diseño institucional; dentro de este 

contexto, conforme a la doctrina contemporánea, sabemos que “los 

tribunales constitucionales deben equilibrar la protección de la democracia, 

la independencia judicial y la contención constitucional, pero no pueden 

maximizar todos estos valores simultáneamente” ; esta tensión genera 

críticas sobre su capacidad real para responder a las demandas sociales y 

políticas, y sobre su legitimidad cuando intervienen en asuntos de alta 

sensibilidad política. 

2. Judicialización de la política y acusaciones de activismo 

En muchos países de la región, la incapacidad de los sistemas políticos 

para resolver conflictos ha llevado a una creciente judicialización de la 

política; en ese sentido, los tribunales constitucionales se ven obligados a 

resolver disputas que, idealmente, deberían ser resueltas en el ámbito 

democrático y parlamentario; sin embargo, esta situación ha dado pie a 

acusaciones de “activismo judicial” y de que los jueces “siguen las 

instrucciones de sus nominadores o persiguen sus propios objetivos 

políticos bajo el pretexto de defender la Constitución”; tal percepción puede 

erosionar la confianza pública en la justicia constitucional y alimentar 

narrativas de politización del poder judicial. 
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3. Independencia judicial: avances y retrocesos 

La independencia judicial es un pilar fundamental para la eficacia de la 

justicia constitucional, en las últimas décadas, varios países 

latinoamericanos han implementado reformas para fortalecer la autonomía 

de los jueces constitucionales, modificando los mecanismos de 

nombramiento, permanencia y remoción; sin embargo, la realidad es 

heterogénea; es decir, mientras en países como Colombia, Brasil y México 

los tribunales han mostrado independencia y capacidad de freno frente a 

tendencias autoritarias, en otros contextos han sido cooptados por 

regímenes autoritarios y utilizados como instrumentos de opresión; los 

datos del V-Dem Institute muestran fluctuaciones en la independencia 

judicial en la región, con retrocesos recientes en países como El Salvador y 

Nicaragua. 

4. El dilema de la autodefensa democrática 

Ante ataques a la democracia y reformas que buscan debilitar a los 

tribunales, ha surgido la teoría de la “autodefensa democrática” de los 

tribunales constitucionales; esta perspectiva sostiene que los tribunales 

deben declarar inconstitucionales las reformas que buscan erosionar su 

independencia, no solo para proteger su poder institucional, sino como un 

deber de defensa de la democracia; sin embargo, este enfoque también 

enfrenta críticas por el riesgo de que los tribunales se conviertan en actores 
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excesivamente intervencionistas, lo que podría afectar la legitimidad 

democrática del sistema judicial. 

5. Diversidad de modelos y contextos nacionales 

La región presenta una notable diversidad de modelos de justicia 

constitucional, que responden a contextos históricos, políticos y sociales 

distintos; en ese sentido, estudios comparativos muestran que, aunque 

existe una tendencia hacia la adopción de modelos de revisión 

constitucional robustos, la efectividad de estos depende de factores como 

la cultura política, la fortaleza institucional y la presión de actores externos; 

por ejemplo, la Corte Constitucional de Colombia ha sido clave en el 

proceso de paz y en la protección de derechos, mientras que en Brasil el 

Supremo Tribunal Federal ha actuado como contrapeso frente a amenazas 

autoritarias. 

6. Casos emblemáticos y debates recientes 

Casos recientes ilustran tanto el potencial como las limitaciones de la 

justicia constitucional en la región: 

• En Colombia, la Corte Constitucional bloqueó la reelección 

presidencial indefinida y avaló mecanismos de justicia transicional en 

el proceso de paz. 
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• En Brasil, el Supremo Tribunal Federal y el Tribunal Superior Electoral 

han defendido la integridad electoral y sancionado a líderes políticos 

por abuso de poder. 

• En México, la Suprema Corte ha protegido la autonomía del Instituto 

Nacional Electoral frente a intentos de captura política. 

• En Uruguay, la Suprema Corte declaró inconstitucionales normas que 

impedían juzgar crímenes de la dictadura, reforzando la integración de 

estándares internacionales de derechos humanos. 

No obstante, estas intervenciones también han generado debates 

sobre los límites del poder judicial y el riesgo de que los tribunales se 

conviertan en “árbitros supremos” de la política, desplazando el debate 

democrático. 

Dentro de este contexto, se puede precisar que, la justicia 

constitucional en América Latina es un actor indispensable en la defensa 

de la democracia, pero su rol está marcado por tensiones entre 

independencia, activismo y legitimidad; consecuentemente, si bien ha sido 

capaz de frenar tendencias autoritarias y proteger derechos en contextos 

críticos, enfrenta desafíos persistentes de politización, sobrecarga y presión 

institucional; en ese sentido, la literatura académica coincide en que el 

equilibrio entre autonomía judicial y respeto al proceso democrático es 

frágil y requiere vigilancia constante; entonces, el futuro de la democracia 

en la región dependerá, en buena medida, de la capacidad de los 
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tribunales constitucionales para ejercer su función con independencia, 

prudencia y legitimidad. 

2.2.  Situación actual de la democracia en América Latina. -  
 

Que, La justicia constitucional en Latinoamérica es un fenómeno 

complejo y dinámico, que ha evolucionado significativamente en las 

últimas décadas. Su desarrollo responde tanto a la necesidad de controlar 

la constitucionalidad de las leyes como a la protección de los derechos 

constitucionalmente cautelados, en un contexto de profundas 

transformaciones políticas, sociales y económicas. 

En Latinoamérica coexisten diversos modelos de justicia 

constitucional, reflejando tanto influencias europeas como 

norteamericanas; según Fix-Zamudio, la región ha adoptado tanto el 

modelo concentrado (tribunales constitucionales especializados) como el 

difuso (control de constitucionalidad por cualquier juez), e incluso 

sistemas mixtos, lo que evidencia una originalidad y flexibilidad 

institucional que responde a las realidades políticas y sociales de cada 

país (Quiroga, 1987). 

Giancarlo Rolla destaca que la evolución del constitucionalismo 

latinoamericano ha estado marcada por la búsqueda de mecanismos 

eficaces para asegurar el cumplimiento de la carta fundamental, 

adaptando y combinando modelos extranjeros con innovaciones propias, 
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como la acción de tutela en Colombia o el amparo en México y Argentina; 

esta creatividad institucional ha permitido una mayor protección de los 

derechos fundamentales, aunque también ha generado desafíos en 

cuanto a la coherencia y eficacia del sistema (Rolla, 2015). 

Por otro lado, autores como Manuel Carbonell y Rodrigo Uprimny 

subrayan que la justicia constitucional ha sido clave en la consolidación 

de los derechos fundamentales y en la resolución de conflictos entre 

poderes públicos; dentro de este contexto, en Colombia, por ejemplo, la 

Corte Constitucional ha desempeñado un papel transformador, 

promoviendo la inclusión social y la protección de minorías (Cepeda, 

2017).  

Dentro de este mismo contexto, en Ecuador y Brasil, los tribunales 

constitucionales han fortalecido el control de constitucionalidad y la 

defensa de la democracia (Pérez, 2020); consecuentemente, la 

jurisprudencia constitucional ha permitido avances en temas como 

igualdad y justicia para todos, mostrando la capacidad de estos órganos 

para incidir en la agenda pública y en la transformación social (Lemaitre y 

Sieder, 2017). 

No obstante, la justicia constitucional latinoamericana enfrenta 

desafíos estructurales; es decir, deterioro de la institucionalidad 

democrática o corrupción del sistema judicial, son problemas recurrentes 

señalados por autores como Fix-Fierro (2004) y Gargarella (2013); estas 
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tensiones menoscaban la efectividad de la justicia constitucional como 

mecanismo para asegurar el Estado de derecho; además, existen brechas 

de justicia inclusiva para grupos desfavorecidos, y dificultades en la 

implementación de las decisiones judiciales, lo que debilita la confianza 

ciudadana en las instituciones. 

El control de constitucionalidad en Latinoamérica se caracteriza por 

su pluralismo y capacidad de adaptación; resalta la originalidad de las 

experiencias regionales que han sabido combinar elementos de diferentes 

tradiciones jurídicas para responder a los desafíos propios de sociedades 

marcados por la desigualdad y la diversidad cultural; este pluralismo se 

refleja en la coexistencia de mecanismos como el amparo, la tutela y el 

hábeas corpus, así como en la interacción entre tribunales nacionales e 

internacionales (Rolla, 2015). 

Dentro de este contexto, la justicia constitucional en Latinoamérica 

ha avanzado en la protección de derechos y el fortalecimiento del Estado 

de derecho, gracias a la creatividad institucional y la adaptación de 

modelos comparados; sin embargo, persisten desafíos relacionados con 

la independencia judicial, la implementación efectiva de las sentencias y 

el acceso igualitario a la justicia; dentro de este contexto, según señala 

Carbonell (2011), el futuro de la justicia constitucional en la región 

dependerá de la capacidad de sus instituciones para consolidar su 

autonomía y responder a las demandas sociales en contextos de alta 

complejidad política y cultural. 
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La jurisdicción constitucional se entiende como el conjunto de 

mecanismos e instituciones encargados de garantizar la supremacía de la 

Constitución, mediante el control de la constitucionalidad de las leyes y la 

protección de los derechos constitucionalmente cautelados; en palabras 

de César Landa Arroyo, la jurisdicción constitucional en nuestro 

continente “actúa como un poder contramayoritario, encargado de anular 

las normas legales inconstitucionales”, lo que la coloca en tensión con los 

poderes constituidos, que suelen verse como los únicos representantes 

de la voluntad popular (Landa, 2014); autores como Pedro de Vega, 

Gabriel Negretto y Maxwell Cameron han profundizado en el análisis del 

control de la carta fundamental y la relación entre democracia y 

constitucionalismo. 

La justicia constitucional en América Latina cumple una función 

esencial como garantía del Estado de derecho; según Carbonell (2011), la 

existencia de mecanismos de control de constitucionalidad permite 

asegurar la supremacía de la Constitución y la protección de los derechos 

fundamentales frente a posibles excesos del poder público; este control 

puede ser ejercido tanto por tribunales constitucionales especializados 

como por cortes supremas, dependiendo del modelo adoptado en cada 

país. 

Ferrajoli (2005) sostiene que la justicia constitucional es un pilar del 

garantismo jurídico, ya que posibilita la revisión de los actos legislativos y 

administrativos que puedan vulnerar los derechos fundamentales. En este 
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sentido, la función de la justicia constitucional trasciende la mera 

interpretación normativa y se convierte en un instrumento de 

transformación social y de defensa de la democracia. 

La función de la justicia constitucional en la protección de los 

derechos fundamentales ha sido ampliamente reconocida por la doctrina; 

según Cepeda (2017) analiza el caso colombiano, donde la Corte 

Constitucional ha desempeñado un papel transformador en la inclusión 

social y la protección de minorías; por su parte Lemaitre y Sieder (2017) 

subrayan el protagonismo judicial en la defensa del derecho a la 

diferencia y la igualdad en América Latina; por su parte Uprimny (2006) 

señala que la justicia constitucional ha sido clave en la resolución de 

conflictos entre poderes públicos y en la consolidación de la democracia, 

al garantizar el respeto a los límites constitucionales y promover la 

participación ciudadana en la defensa de la Constitución. 

A pesar de los avances, la justicia constitucional latinoamericana 

enfrenta desafíos significativos; conforme lo expresan Fix-Fierro (2004) y 

Gargarella (2013) advierten sobre el debilitamiento de las instituciones 

democráticas como obstáculos que limita la eficacia de estos órganos; 

además, persisten brechas de equidad en el acceso a la justicia para 

personas en situación de vulnerabilidad, lo que debilita la confianza 

ciudadana en las instituciones. 
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El impacto institucional de la justicia constitucional en Latinoamérica 

es innegable; según Pérez Guartambel (2020) analiza críticamente la 

experiencia ecuatoriana, mientras que la ONU (2008) destaca la 

importancia de la Corte Constitucional en la defensa de los derechos y la 

democracia en Ecuador; dentro de este contexto, la literatura coincide en 

que el futuro de la justicia constitucional en la región dependerá de la 

consolidación de su autonomía, la mejora en la implementación de sus 

decisiones y la ampliación del acceso igualitario a la justicia. 

Consecuentemente, la función de la justicia constitucional en 

Latinoamérica es fundamental para la protección de los derechos 

fundamentales, la garantía del Estado de derecho y la resolución de 

conflictos institucionales; si bien existen avances normativos y 

jurisprudenciales notables, persisten desafíos estructurales que requieren 

atención para consolidar la solidez y credibilidad de la justicia 

constitucional en la zona. 

Modelos de justicia constitucional en la región. - 

Uno de los rasgos más destacados de la justicia constitucional 

latinoamericana es su heterogeneidad; según señala Jorge Ernesto Roa 

Roa, en la región coexisten todos los sistemas y métodos de justicia 

constitucional conocidos, es decir, desde el modelo concentrado 

(tribunales constitucionales especializados) hasta el modelo difuso 

(control de constitucionalidad por cualquier juez), pasando por sistemas 
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mixtos y mecanismos de acceso directo de la ciudadanía, como la acción 

popular o pública de inconstitucionalidad; esta pluralidad convierte a 

América Latina en un "laboratorio de la justicia constitucional", donde los 

modelos europeo y norteamericano se presentan puros, combinados o 

adaptados a las realidades nacionales (Roa, 2018). 

Dentro de este orden de ideas, según Allan Brewer-Carías subraya 

que ambos sistemas, aunque originalmente respondían a principios 

distintos, hoy coexisten en paralelo en muchos países latinoamericanos, 

generando experiencias híbridas y originales; por ello, se afirma que, los 

modelos de justicia constitucional en Latinoamérica reflejan una notable 

diversidad y capacidad de adaptación, combinando influencias externas 

con innovaciones propias; es decir, esta pluralidad ha permitido ampliar la 

tutela judicial efectiva y fortalecer la protección de los derechos 

fundamentales, aunque persisten desafíos estructurales que requieren 

atención para consolidar la eficacia y una justicia formal en la región (Roa, 

2018). 

En Latinoamérica coexisten diversos modelos institucionales de 

justicia constitucional, entre los cuales destacan: 

• Tribunales Constitucionales Extra Poder: Ejemplo de Perú, 

Guatemala, Chile, Ecuador. 

• Tribunales Constitucionales dentro del Poder Judicial: Ejemplo de 

Bolivia, Colombia. 
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• Salas Constitucionales en Cortes Supremas: Ejemplo de Costa Rica, 

El Salvador, Honduras. 

Hans Kelsen, citado por Sagüés, fue crítico del sistema de “Sala 

Constitucional”, considerándolo una solución política transaccional más 

que una opción técnica óptima. 

Desafíos de la justicia constitucional 

a)    El reto del cambio 

La instauración de la jurisdicción constitucional no es reciente; por 

ejemplo, la Constitución cubana de 1940 ya preveía un Tribunal de 

Garantías Constitucionales y Sociales, según Sagüés (2004), identifica 

alternativas de aceptación, hibernación, gestación, transformación 

institucional, repotenciación, rechazo y mutación como respuestas de los 

países latinoamericanos ante la justicia constitucional. 

b)      El reto de la legitimidad 

Sagüés distingue entre legitimidad política (independencia e 

imparcialidad de los jueces) y legitimidad funcional (capacidad de 

respuesta ante la sobrecarga de casos); la politización en la designación y 

remoción de jueces es un problema recurrente, como lo evidencian los 

casos de remoción de magistrados en Perú y Venezuela (Sagüés, 2004). 

c)     El reto de la convivencia 
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La coexistencia entre la jurisdicción constitucional y la justicia 

ordinaria genera tensiones, especialmente en sistemas duales o híbridos 

donde ambos pueden ejercer control de constitucionalidad (Sagüés, 

2004). 

d)       El reto de la supremacía 

Existe una tensión permanente entre la supremacía constitucional y 

la soberanía popular, especialmente cuando los parlamentos buscan 

interpretar la Constitución o limitar el alcance de los tribunales 

constitucionales (Sagüés, 2004). 

Prieto Valdés, Martha; Ferrer Mac Gregor, Eduardo; Fernández 

Segado, Francisco; son citados por Sagüés para sostener las 

afirmaciones antes detalladas. 

Relación con la democracia y el estado de derecho 

César Landa Arroyo subraya que la justicia constitucional es un 

“árbitro por encima del conflicto político y jurídico”, encargado de 

garantizar la supremacía constitucional y la protección de los derechos 

constitucionalmente cautelados; sin embargo, advierte sobre el riesgo de 

que los tribunales constitucionales se conviertan en actores políticos o 

legisladores de facto, lo que puede afectar la separación de poderes y la 

legitimidad democrática (Landa, 2014). 
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Landa también analiza el fenómeno del “neoconstitucionalismo 

andino” (Colombia, Venezuela, Ecuador, Bolivia), que busca superar la 

dicotomía entre democracia y supremacía constitucional, aunque enfrenta 

críticas por su potencial para debilitar los valores democráticos y fomentar 

el autoritarismo populista (Landa, 2014). 

El proceso de amparo es uno de los mecanismos más relevantes 

para la tutela de los derechos constitucionalmente cautelados en la 

región; su concepción y eficacia varían según el país, pero en general, 

constituye un indicador clave del estado de la justicia constitucional 

(Landa, 2014). Mauro Cappelletti, Javier Pérez Royo, Luigi Ferrajoli, 

Herbert Hart, entre otros, son citados por Landa en el análisis del amparo 

y la protección de derechos. 

Ejemplos y casos relevantes 

Colombia: Sentencia T-025/2004 sobre desplazados internos, donde 

la Corte Constitucional declaró un “estado de cosas inconstitucional” y 

ordenó medidas integrales de protección (Landa, 2014). 

Venezuela: Caso “Frangogiannis” (2000), donde la Sala 

Constitucional del TSJ se arrogó la revisión de decisiones de otras salas, 

centralizando el control de la carta fundamental (Sagüés, 2004). 

Perú: Remoción de magistrados del Tribunal Constitucional en 1997, 

tras fallar contra la reelección de Fujimori, lo que evidenció la 
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vulnerabilidad de la justicia constitucional ante el poder político (Sagüés, 

2004). 

Bolivia: Fallos sobre derechos indígenas y autonomía tras la 

Constitución de 2009 (Landa, 2014). 

Argentina: Caso “Giroldi” (1995), que reconoció el valor 

constitucional de los tratados internacionales de derechos humanos 

(Landa, 2014). 
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CAPITULO III.- Desarrollo de actividades programadas 

 
3.1.   Aplicación del derecho internacional en el derecho interno. – 
 

Que, el análisis de la aplicación de la norma supranacional en el orden 

jurídico interno es fundamental para comprender la interacción entre la 

soberanía estatal y las obligaciones internacionales asumidas por los 

Estados, este fenómeno ha sido objeto de un intenso debate doctrinal y 

jurisprudencial, especialmente en contextos donde los pactos 

supranacionales internacionales, en particular los de derechos humanos, 

entran en tensión o conflicto con normas constitucionales o legislativas 

nacionales. 

Fundamentos teóricos: Monismo, dualismo y modelos intermedios 

La doctrina clásica distingue entre dos grandes teorías sobre la 

relación entre el norma supranacional y el derecho interno, refiriéndose al 

monismo y al dualismo; por un lado, el monismo, representado por autores 
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como Hans Kelsen, sostiene que la norma supranacional y el derecho 

interno forman parte de un único sistema jurídico, por lo que las normas 

internacionales pueden aplicarse directamente en el ámbito interno sin 

necesidad de un acto de incorporación; por el contrario, el dualismo, 

defendido por Heinrich Triepel, considera que ambos sistemas son 

independientes y que la incorporación de normas internacionales requiere 

un acto legislativo específico; sin embargo, la realidad de los sistemas 

jurídicos contemporáneos es mucho más compleja y suele situarse en 

posiciones intermedias, donde la aplicación interna de los pactos 

supranacionales depende de la voluntad política, la estructura 

constitucional y la interpretación judicial (La relación entre la norma 

supranacional y la norma territorial en la Constitución de la República de 

Kosovo, 2015). 

Caso de estudio: México y la incorporación de la norma supranacional 

Un ejemplo paradigmático es el caso mexicano, donde la 

incorporación y aplicación de la norma supranacional ha evolucionado 

significativamente desde la adhesión al GATT en 1986, marcando el inicio 

de una revalorización del derecho convencional internacional en el país; en 

ese sentido, sabemos que el artículo 133 de la constitución mexicana 

establece que los pactos supranacionales, una vez aprobados por el 

Senado, forman parte de la ley suprema de la unión; sin embargo, en la 

práctica, la aplicación e invocación de estos pactos supranacionales ante 

los tribunales fue durante mucho tiempo poco frecuente. 
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La reforma constitucional de 2011 y la jurisprudencia de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación (SCJN), especialmente a partir del caso 

Radilla, abrió la puerta a la recepción de resoluciones de la CIDH en el 

sistema jurídico territorial, no obstante, la doctrina mexicana ha señalado 

que el sistema de recepción sigue siendo incompleto y defectuoso, pues 

privilegia los pactos supranacionales internacionales sobre otras fuentes 

del norma supranacional, lo que genera tensiones y vacíos normativos 

(Sánchez, 2021). 

 

 

Análisis crítico de este caso 

1. Interrelación y desafíos conceptuales 

Autores como Gabriela Rodríguez subrayan que la globalización ha 

hecho obsoleta la visión de sistemas jurídicos separados, proponiendo que 

la norma supranacional y el interno están en constante interrelación; sin 

embargo, la recepción de la norma supranacional depende del grado de 

inserción global de cada Estado y de la estructura constitucional interna; 

dentro de este contexto, en México, por ejemplo, la preferencia por los 

pactos supranacionales internacionales refleja una cultura jurídica 

codificada, pero deja de lado otras fuentes como la costumbre internacional 

o los actos unilaterales de los Estados (Sánchez, 2021). 

2. Problemas de jerarquía y control constitucional 

El análisis de la autora también destaca la problemática de los 

acuerdos de inversión que, aunque adoptados como pactos 
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supranacionales internacionales, pueden entrar en conflicto con 

disposiciones constitucionales como la Cláusula Calvo, esto plantea 

interrogantes sobre el control que debe ejercer el Senado y la posibilidad 

de que tales acuerdos sean recurridos por contravenir la norma suprema, 

generando inseguridad jurídica para las inversiones extranjeras (Sánchez, 

2021). 

3. Recepción Judicial y Efectividad 

La aplicación judicial de la norma supranacional sigue siendo limitada. 

Aunque el caso Radilla y la reforma de 2011 facilitaron la entrada de 

resoluciones internacionales, la SCJN ha mostrado una actitud 

zigzagueante, lo que evidencia que aún falta mucho para que el sistema 

jurídico mexicano asimile plenamente la norma supranacional. Este 

fenómeno no es exclusivo de México y refleja una tensión global entre 

soberanía estatal y obligaciones internacionales (Sánchez, 2021). 

Análisis crítico de incorporación de la norma supranacional en el 

orden legal interno peruano 

La relación entre la norma supranacional y el derecho interno en Perú 

ha sido objeto de amplio debate doctrinario y jurisprudencial, especialmente 

en el contexto de la protección de los derechos humanos y la 

implementación de pactos supranacionales internacionales; un caso 

emblemático que ilustra la aplicación y los desafíos de la norma 

supranacional en el orden jurídico peruano es la ejecución de sentencias 

de la corte interamericana de derechos humanos (Corte IDH) contra el 

Estado peruano. 
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Marco constitucional y doctrinario - incorporación de la norma 

supranacional 

El artículo 55 de la constitución política del Perú, establece que los 

pactos supranacionales celebrados por el Estado y en vigor forman parte 

del derecho nacional; esto refleja una tendencia monista, en la que la 

norma supranacional, una vez ratificado, se integra automáticamente al 

ordenamiento interno; sin embargo, en la práctica, el Perú exhibe 

elementos dualistas, ya que la ratificación de los pactos supranacionales 

requiere aprobación legislativa, y existe control de constitucionalidad a 

posteriori, lo que puede limitar la eficacia de los pactos supranacionales si 

se consideran contrarios a la Constitución. 

Dentro de este contexto, autores como César Landa Arroyo han 

señalado que “la recepción de la norma supranacional en el Perú es 

predominantemente monista, pero con matices dualistas en la práctica 

legislativa y judicial” (Landa Arroyo, 2010); por su parte, Víctor García 

Toma destaca que “la supremacía constitucional puede generar tensiones 

con obligaciones internacionales, especialmente en materia de derechos 

humanos” (García Toma, 2007). 

Caso emblemático: Implementación de resoluciones de la CIDH 

Perú ha sido uno de los países latinoamericanos con mayor número 

de sentencias de la Corte IDH en su contra, especialmente por violaciones 

a los derechos humanos durante las décadas de 1980 y 1990. Ejemplos 

paradigmáticos incluyen los casos Barrios Altos, La Cantuta y Castro 

Castro, donde la Corte IDH ordenó al Estado peruano adoptar medidas de 
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reparación, investigar y sancionar a los responsables, y modificar su 

legislación interna para adecuarla a los estándares internacionales. 

Análisis crítico 

1. Recepción formal y material 

Si bien la Constitución reconoce la incorporación de pactos 

supranacionales internacionales, la implementación efectiva de las 

sentencias de la Corte IDH ha enfrentado obstáculos políticos, jurídicos e 

institucionales; el artículo 68 de la convención americana sobre derechos 

humanos, obliga a los estados a cumplir las decisiones de la Corte, pero en 

la práctica, la ejecución de estas sentencias en Perú ha sido parcial y, en 

ocasiones, resistida por sectores del estado. 

2. Tensiones entre Soberanía y Obligaciones Internacionales 

La doctrina peruana ha debatido intensamente sobre la primacía de la 

Constitución frente a las obligaciones internacionales; algunos sectores 

sostienen que la soberanía nacional debe prevalecer, mientras que otros, 

como Aníbal Quiroga León, argumentan que “la protección internacional de 

los derechos humanos constituye un límite legítimo a la soberanía estatal” 

(Quiroga León, 2012). 

3. Impacto en la Jurisprudencia Nacional 

El Tribunal Constitucional del Perú ha reconocido en varias sentencias 

la obligatoriedad de las decisiones de la Corte IDH, integrando estándares 

internacionales en su jurisprudencia; sin embargo, la ejecución material de 

las reparaciones ordenadas por la Corte ha sido desigual, dependiendo de 

la voluntad política y la capacidad institucional del Estado. 
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Desafíos y críticas 

1. Falta de Eficacia: la implementación de las sentencias de la Corte IDH 

ha sido limitada por la falta de mecanismos claros de ejecución y la 

resistencia de algunos órganos estatales. 

2. Necesidad de Reformas: se requiere fortalecer el marco constitucional 

y legal para garantizar la plena eficacia de las obligaciones 

internacionales, especialmente en materia de derechos humanos. 

3. Comparación Regional: Perú no es el único país con dificultades en la 

ejecución de sentencias internacionales; sin embargo, su alto número 

de casos ante la Corte IDH evidencia una problemática estructural en la 

protección de derechos fundamentales.  

 

3.2.   Análisis crítico de la justicia constitucional en América Latina. - 
 

Que, la justicia constitucional en Latinoamérica constituye uno de los 

desarrollos más relevantes y complejos del constitucionalismo 

contemporáneo, resultado de un proceso histórico de institucionalización 

orientado a la defensa de la supremacía constitucional, la protección de 

los derechos constitucionalmente cautelados y la limitación del poder 

político, este fenómeno, que ha cobrado especial fuerza desde la segunda 

mitad del siglo XX, se caracteriza por la creación de tribunales y cortes 

constitucionales, así como por la atribución de competencias específicas a 

las supremas cortes (Sagüés, 2004). 
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Como señala Humberto Nogueira Alcalá, la defensa de la 

Constitución en la región implica no solo el respeto a los derechos 

constitucionalmente cautelados, sino también la instauración de 

procedimientos e instituciones que limitan y controlan el poder político, en 

línea con la visión de Mauro Cappelletti sobre la emergencia de un “nuevo 

tipo de normas, institucionales y procedimientos constitucionales en un 

intento de limitar y controlar con ellos el poder político”; en este sentido, la 

jurisdicción constitucional latinoamericana se ha consolidado como un 

mecanismo esencial para restablecer la fuerza normativa y la supremacía 

de la carta fundamental, modificando la configuración del ordenamiento 

marco, en una estado constitucional de derecho, como lo plantea García 

Pelayo (Nogueira, 2005). 

El desarrollo del tema propuesto en lo que se refiere al continente, 

ha adoptado diversos modelos institucionales, entre los que destacan: a) 

los tribunales constitucionales independientes (extra poder), presentes en 

países como Perú, Chile, Ecuador y Guatemala; b) los TC integrados en 

el PJ pero con autonomía funcional, como en Bolivia y Colombia; y, c) las 

salas constitucionales dentro de las cortes supremas, modelo adoptado 

en Costa Rica, El Salvador, Honduras y Venezuela; Louis Favoreu define 

al tribunal constitucional como una jurisdicción creada para conocer 

exclusivamente en materia de lo contencioso constitucional, 

independiente del aparato jurisdiccional ordinario (Sagüés, 2004). 

Autores como Néstor Pedro Sagüés han identificado los principales 

retos de la jurisdicción constitucional en la región, entre los que destacan 
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el reto del cambio (aceptación y adaptación institucional), el reto de la 

legitimidad (independencia e imparcialidad frente a la politización), el reto 

de la convivencia (coexistencia y coordinación con la justicia ordinaria) y 

el reto de la supremacía (afirmación del control de la carta fundamental 

frente a la interpretación legislativa); según Sagüés (2004), la legitimidad 

de estos órganos depende tanto de su independencia política como de su 

eficacia funcional, aspectos que han sido históricamente vulnerados por la 

injerencia de los poderes constituidos y la sobrecarga de casos; por su 

parte, César Landa Arroyo destaca la función contramayoritaria de la 

justicia constitucional, al ejercer el control judicial de las leyes y anular 

aquellas normas que resultan incompatibles con la Constitución, lo que 

genera una tensión permanente entre la soberanía popular y la 

supremacía constitucional (Landa, 2014). 

Conforme lo establece Landa (2014), la justicia constitucional en 

Latinoamérica ha evolucionado como un árbitro por encima del conflicto 

político y jurídico, siendo fundamental para la protección de los derechos 

constitucionalmente cautelados y la consolidación de la democracia, 

además, resalta la importancia del proceso de amparo como mecanismo 

de tutela efectiva de los derechos constitucionalmente cautelados, aunque 

advierte sobre los desafíos derivados de la debilidad institucional y la 

politización de los tribunales. 

En el contexto regional, diversos estudios han señalado que el 

constitucionalismo latinoamericano ha transitado por varias etapas, desde 

el constitucionalismo liberal y social hasta el influjo del 
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neoconstitucionalismo europeo, que introdujeron principios como el 

garantismo, la eficacia directa de las normas constitucionales y el 

reconocimiento de los tratados internacionales de derechos humanos 

como parte del bloque de constitucionalidad; este proceso ha dado lugar a 

la emergencia de un “nuevo constitucionalismo latinoamericano”, 

caracterizado por la centralidad de los derechos constitucionalmente 

cautelados, la ampliación de los mecanismos de control de la carta 

fundamental y el activismo judicial en defensa de la Constitución. 

Dentro del contexto establecido, conforme a las posiciones de 

Sagüés, Nogueira y Landa, la justicia constitucional en Latinoamérica se 

ha consolidado como un pilar esencial del Estado constitucional de 

derecho, enfrentando desafíos estructurales y coyunturales que ponen a 

prueba su legitimidad, independencia y eficacia. Como señala Jorge 

Carpizo, el estudio comparado de las instituciones constitucionales resulta 

fundamental para fortalecer los sistemas democráticos y la gobernabilidad 

en la región, así como para adaptar las mejores prácticas a las realidades 

nacionales. 

En el contexto actual, marcado por tendencias de autocratización y 

polarización política, los tribunales constitucionales han asumido un papel 

protagónico como garantes de los principios democráticos y del Estado de 

derecho; su intervención ha sido crucial para frenar retrocesos 

democráticos y proteger derechos fundamentales, especialmente en 

escenarios donde otros poderes del Estado han intentado debilitar los 

controles institucionales. 
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La justicia constitucional latinoamericana ha experimentado una 

transformación significativa desde finales del siglo XX, pasando de ser un 

mecanismo limitado a convertirse en un actor central en la política y la 

sociedad; este proceso ha estado acompañado por la ampliación de los 

derechos protegidos y la adopción de nuevas constituciones que reflejan 

demandas sociales, económicas y políticas más inclusivas. 

A pesar de sus logros, los tribunales constitucionales enfrentan 

desafíos estructurales, entre los que destacan la interferencia política, la 

falta de respeto a sus decisiones por parte de actores gubernamentales y 

la amenaza a su independencia, estos factores pueden limitar su 

capacidad para actuar como contrapesos efectivos y erosionar la 

confianza pública en la justicia. 

Existe una notable diversidad en los modelos de justicia 

constitucional en la región, lo que se traduce en diferentes grados de 

autonomía, autoridad y eficacia, dado que en Países como Colombia, 

México y Costa Rica han desarrollado tribunales robustos y proactivos, 

mientras que en otros contextos la justicia constitucional enfrenta mayores 

restricciones y desafíos para consolidar su legitimidad. 

La evidencia empírica muestra que los tribunales constitucionales 

han contribuido a la estabilidad democrática al mediar en conflictos 

políticos, proteger derechos de minorías y garantizar la vigencia de los 

principios constitucionales; sin embargo, su efectividad depende en gran 

medida de su capacidad para resistir presiones externas y mantener su 

independencia. 
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El futuro de la justicia constitucional en América Latina estará 

determinado por la capacidad de los tribunales para adaptarse a 

contextos políticos cambiantes, fortalecer su independencia y responder a 

las demandas sociales; en ese sentido, la consolidación de estos órganos 

como garantes de la democracia requiere reformas estructurales y un 

compromiso sostenido con la transparencia, la rendición de cuentas y la 

protección de los derechos humanos. 

La justicia constitucional en Latinoamérica ha demostrado ser un 

actor clave en la defensa de la democracia y los derechos fundamentales, 

aunque enfrenta desafíos significativos relacionados con la independencia 

judicial y la presión política, su consolidación y efectividad futura 

dependerán de la capacidad de los sistemas judiciales para mantener su 

autonomía, adaptarse a nuevas realidades y fortalecer su legitimidad ante 

la sociedad. 
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CAPITULO IV.- Resultados Obtenidos  

 

1. Que, Que, la justicia constitucional en Latinoamérica ha avanzado 

notablemente en la protección de la supremacía constitucional y los 

derechos constitucionalmente cautelados, pero enfrenta retos persistentes 

de legitimidad, independencia, eficiencia y convivencia institucional; su 

consolidación requiere reformas estructurales, compromiso político y una 

ciudadanía informada y vigilante; el éxito de estos sistemas será clave para 

la profundización de la democracia y el Estado de derecho en la región. 

2. Que, el futuro de la justicia constitucional en Latinoamérica es prometedor, 

pero depende de la consolidación de su legitimidad, independencia y 

capacidad de adaptación a los desafíos contemporáneos, como la 

protección de derechos emergentes (ambientales, culturales) y la lucha 

contra la corrupción y la desigualdad. 

3. Que, la justicia constitucional actúa como un contrapeso al poder 

mayoritario, protegiendo los derechos constitucionalmente cautelados 
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incluso frente a decisiones de órganos democráticamente electos. Sin 

embargo, este rol contramayoritario genera tensiones con la soberanía 

popular y puede ser percibido como una judicialización excesiva de la 

política; en países como Colombia y Perú, los tribunales constitucionales 

han sido actores clave en la defensa de derechos sociales y en la 

resolución de crisis políticas, aunque esto ha suscitado debates sobre los 

límites del activismo judicial. 

4. Que, en Latinoamérica coexisten diversos modelos de justicia 

constitucional, que reflejan tanto la pluralidad jurídica como las realidades 

políticas de cada país; existen modelos concentrados denominados 

tribunales constitucionales independientes, existentes en Bolivia, Ecuador y 

Perú; modelos de Salas Constitucionales, denominados de cámaras 

especializadas dentro de las cortes supremas, como en Costa Rica y 

Venezuela y los modelos mixtos o híbridos que combinan control difuso 

(por jueces ordinarios) y control concentrado (por tribunales 

constitucionales), como en Colombia y Chile. 

5. Las cortes y tribunales constitucionales en la región cumplen funciones 

esenciales como el control de constitucionalidad, que es la revisión de 

leyes, decretos y actos estatales para asegurar su conformidad con la 

Constitución, tanto de manera preventiva como represiva; la protección de 

derechos constitucionalmente cautelados, a través de mecanismos como el 

amparo y la tutela, permiten a los ciudadanos reclamar la protección de sus 

derechos ante violaciones por parte del Estado; la resolución de conflictos 

de competencia, en donde actúan como árbitros en disputas entre órganos 
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del Estado, garantizando la separación y el equilibrio de poderes y el 

control de omisiones legislativas; en algunos países, pueden exigir al 

legislador que cumpla con mandatos constitucionales no implementados. 

6. Que, la legitimidad de la justicia constitucional depende de su 

independencia frente a los poderes políticos y de su capacidad para emitir 

decisiones imparciales y fundamentadas; sin embargo, en muchos países, 

la selección y remoción de jueces constitucionales está sujeta a presiones 

políticas, lo que debilita la confianza pública y la autonomía judicial. 

7. Que, el método casuístico, como lo propone Juan Carlos Velázquez 

Elizarrarás, permite analizar la complejidad de la aplicación del norma 

supranacional en casos concretos, considerando factores normativos, 

económicos, políticos y sociales; por ejemplo, la regulación internacional de 

la órbita geoestacionaria o la protección internacional de la mujer en 

conflictos armados muestran cómo el norma supranacional debe adaptarse 

a nuevas realidades y desafíos, trascendiendo la visión estatocéntrica 

tradicional. 

8. Que, la aplicación de la norma supranacional en el orden jurídico interno es 

un proceso dinámico y conflictivo, marcado por avances y retrocesos; la 

doctrina y la jurisprudencia muestran que, aunque existen mecanismos 

formales de incorporación, la efectividad real depende de factores políticos, 

culturales y judiciales; en ese sentido, el análisis crítico revela la necesidad 

de fortalecer la educación jurídica, el control constitucional y la cultura de 

respeto a las obligaciones internacionales para lograr una integración más 

armónica y efectiva entre ambas órdenes jurídicas. 



51 
 

9. Que, el caso de la implementación de sentencias de la CIDH en el Perú, 

evidencia tanto los avances como las limitaciones en la aplicación de la 

norma supranacional en el orden jurídico interno; en ese sentido, si bien 

existe un marco constitucional que facilita la incorporación de pactos 

supranacionales internacionales, la eficacia real de las obligaciones 

internacionales depende de factores políticos, institucionales y culturales.  

10. Que, la doctrina peruana coincide en la necesidad de fortalecer los 

mecanismos de cumplimiento y de promover una cultura jurídica que valore 

la protección internacional de los derechos humanos como parte integral 

del Estado de derecho. 
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CONCLUSIONES 

1. Que, Que, la justicia constitucional en Latinoamérica ha avanzado 

notablemente en la protección de la supremacía constitucional y los 

derechos constitucionalmente cautelados, pero enfrenta retos persistentes 

de legitimidad, independencia, eficiencia y convivencia institucional; su 

consolidación requiere reformas estructurales, compromiso político y una 

ciudadanía informada y vigilante; el éxito de estos sistemas será clave para 

la profundización de la democracia y el Estado de derecho en la región. 

2. Que, el futuro de la justicia constitucional en Latinoamérica es prometedor, 

pero depende de la consolidación de su legitimidad, independencia y 

capacidad de adaptación a los desafíos contemporáneos, como la 

protección de derechos emergentes (ambientales, culturales) y la lucha 

contra la corrupción y la desigualdad. 

3. Que, la justicia constitucional actúa como un contrapeso al poder 

mayoritario, protegiendo los derechos constitucionalmente cautelados 

incluso frente a decisiones de órganos democráticamente electos. Sin 

embargo, este rol contramayoritario genera tensiones con la soberanía 

popular y puede ser percibido como una judicialización excesiva de la 

política; en países como Colombia y Perú, los tribunales constitucionales 

han sido actores clave en la defensa de derechos sociales y en la 

resolución de crisis políticas, aunque esto ha suscitado debates sobre los 

límites del activismo judicial. 
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4. Que, en Latinoamérica coexisten diversos modelos de justicia 

constitucional, que reflejan tanto la pluralidad jurídica como las realidades 

políticas de cada país; existen modelos concentrados denominados 

tribunales constitucionales independientes, existentes en Bolivia, Ecuador y 

Perú; modelos de Salas Constitucionales, denominados de cámaras 

especializadas dentro de las cortes supremas, como en Costa Rica y 

Venezuela y los modelos mixtos o híbridos que combinan control difuso 

(por jueces ordinarios) y control concentrado (por tribunales 

constitucionales), como en Colombia y Chile. 

5. Las cortes y tribunales constitucionales en la región cumplen funciones 

esenciales como el control de constitucionalidad, que es la revisión de 

leyes, decretos y actos estatales para asegurar su conformidad con la 

Constitución, tanto de manera preventiva como represiva; la protección de 

derechos constitucionalmente cautelados, a través de mecanismos como el 

amparo y la tutela, permiten a los ciudadanos reclamar la protección de sus 

derechos ante violaciones por parte del Estado; la resolución de conflictos 

de competencia, en donde actúan como árbitros en disputas entre órganos 

del Estado, garantizando la separación y el equilibrio de poderes y el 

control de omisiones legislativas; en algunos países, pueden exigir al 

legislador que cumpla con mandatos constitucionales no implementados. 

6. Que, la legitimidad de la justicia constitucional depende de su 

independencia frente a los poderes políticos y de su capacidad para emitir 

decisiones imparciales y fundamentadas; sin embargo, en muchos países, 



54 
 

la selección y remoción de jueces constitucionales está sujeta a presiones 

políticas, lo que debilita la confianza pública y la autonomía judicial. 

7. La independencia judicial es el pilar fundamental para que los tribunales 

constitucionales puedan actuar como garantes efectivos de la democracia y 

el Estado de derecho, por ello será vital blindar constitucionalmente la 

independencia de los jueces, asegurando que los procesos de 

nombramiento, permanencia y remoción sean transparentes, basados en 

méritos y alejados de presiones políticas; garantizar la autonomía 

presupuestaria de los órganos judiciales, impidiendo que el poder ejecutivo 

o legislativo utilice el presupuesto como mecanismo de presión; 

implementar mecanismos de rendición de cuentas que no comprometan la 

independencia, como la evaluación periódica de desempeño basada en 

criterios objetivos y no políticos. 

8. La transparencia y la participación en los procesos de selección y remoción 

de jueces son esenciales para evitar la cooptación política, por ello será 

importante establecer procedimientos públicos y participativos para la 

selección de magistrados, con la intervención de organismos 

independientes y la sociedad civil y limitar la discrecionalidad de los 

poderes políticos en la remoción de jueces, estableciendo causales claras y 

procedimientos judiciales para su destitución. 

9. La justicia constitucional debe incorporar de manera efectiva los estándares 

internacionales de derechos humanos, en particular a través del control de 

convencionalidad, por ello, será de vital importancia capacitar a los jueces 

en derecho internacional de los derechos humanos y en la jurisprudencia 



55 
 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y fomentar el diálogo 

jurisprudencial entre tribunales nacionales y organismos internacionales 

para armonizar criterios y fortalecer la protección de derechos. 

10. La legitimidad de la justicia constitucional se fortalece con la apertura hacia 

la sociedad, por ello es recomendable desarrollar mecanismos de 

participación ciudadana en los procesos constitucionales, como audiencias 

públicas, amicus curiae y consultas abiertas y mejorar la transparencia en 

la gestión y en la publicación de sentencias, facilitando el acceso a la 

información y la comprensión de las decisiones judiciales. 

11. La sobrecarga de casos y la lentitud en la resolución de conflictos afectan 

la eficacia de la justicia constitucional, por ello será importante implementar 

sistemas de gestión judicial modernos, apoyados en tecnología para 

agilizar los procesos y reducir la mora judicial y separar las funciones 

jurisdiccionales de las administrativas dentro de los tribunales para 

optimizar recursos y mejorar la calidad de las decisiones. 

12. Es fundamental establecer salvaguardas frente a intentos de limitar el 

poder de los tribunales constitucionales, por ello es importante incluir en las 

constituciones cláusulas de intangibilidad que dificultan reformas regresivas 

que busquen debilitar la justicia constitucional y promover la vigilancia y 

denuncia internacional ante intentos de cooptación o debilitamiento de los 

tribunales. 

13. El intercambio de buenas prácticas y la cooperación entre países y 

organismos internacionales contribuyen a fortalecer la justicia 

constitucional, por ello, es recomendable participar activamente en redes 
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regionales de tribunales constitucionales y foros internacionales para 

compartir experiencias y estrategias exitosas y adoptar y adaptar 

estándares internacionales, como los principios básicos de la ONU sobre la 

Independencia Judicial y las recomendaciones de la Comisión de Venecia. 

14. Garantizar la independencia de los jueces constitucionales es esencial para 

evitar la politización y asegurar la imparcialidad en la toma de decisiones, 

se recomienda establecer mecanismos de selección y remoción de 

magistrados que minimicen la influencia de los poderes políticos, como la 

participación de órganos técnicos y la ampliación de los periodos de 

mandato para evitar la dependencia de coyunturas políticas. 

15. Reformar los procedimientos de remoción de magistrados para que no 

dependan exclusivamente del Congreso, evitando así el uso del juicio 

político como herramienta de presión o represalia por decisiones judiciales. 

16. Fomentar la transparencia y la rendición de cuentas en la actuación de los 

tribunales constitucionales, publicando sus decisiones y motivaciones de 

manera accesible y comprensible para la ciudadanía. 

17. Definir claramente las competencias de los tribunales constitucionales, 

asegurando que incluyan el control de constitucionalidad de normas, la 

resolución de conflictos de competencias entre órganos del Estado y la 

protección de derechos constitucionalmente cautelados a través de 

mecanismos como el amparo. 

18. Adoptar un modelo mixto de control de la carta fundamental (difuso y 

concentrado), que permita tanto a los tribunales constitucionales como a 
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los jueces ordinarios ejercer control de constitucionalidad, garantizando así 

una protección más efectiva de los derechos. 

19. Otorgar a los tribunales la facultad de revisar sentencias de amparo y 

unificar jurisprudencia en materia de derechos constitucionalmente 

cautelados, siguiendo el ejemplo de la Corte Constitucional de Colombia. 

20. Facilitar el acceso de los ciudadanos a la justicia constitucional, 

permitiendo que personas y colectivos puedan presentar acciones de 

inconstitucionalidad y amparo sin obstáculos procesales excesivos. 

21. Desarrollar un Derecho Procesal Constitucional propio, adaptado a la 

realidad latinoamericana, que incorpore técnicas modernas de 

interpretación y argumentación constitucional, y que garantice procesos 

ágiles y efectivos. 

22. Optimizar la gestión de los tribunales para evitar la congestión de casos, 

priorizando aquellos de mayor relevancia constitucional y estableciendo 

filtros procesales adecuados. 

23. Consolidar el proceso de amparo como mecanismo central de protección 

de derechos constitucionalmente cautelados, asegurando su autonomía, 

especialidad procesal y la posibilidad de tutela de derechos colectivos e 

implícitos, además de los individuales. 

24. Incorporar la protección de derechos sociales, ambientales y de los pueblos 

indígenas en la agenda de la justicia constitucional, respondiendo a los 

desafíos contemporáneos de la región. 
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25. Alinear la jurisprudencia constitucional con los estándares internacionales 

de derechos humanos, especialmente los emanados del Sistema 

Interamericano. 

26. La justicia constitucional en Latinoamérica debe consolidarse como un 

instrumento efectivo para la defensa de la democracia, la protección de los 

derechos constitucionalmente cautelados y la resolución pacífica de los 

conflictos políticos y sociales; para ello, es imprescindible fortalecer su 

independencia, ampliar su accesibilidad, mejorar su eficiencia y legitimidad, 

y adaptarse a los desafíos contemporáneos, aprendiendo de las mejores 

experiencias regionales y globales. 
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RECOMENDACIONES 
 

1. Que, es fundamental que cada país determine si adopta un enfoque 

monista (donde la norma supranacional se aplica directamente) o dualista 

(donde requiere transformación legislativa); quiere decir que, a claridad en 

este aspecto facilita la aplicación coherente de las normas 

internacionales. 

2. Que, es recomendable que los pactos supranacionales y convenciones 

internacionales sean adoptados formalmente en la legislación interna, 

asegurando su aplicabilidad y jerarquía adecuada dentro del sistema 

jurídico. 

3. Que, es esencial promover la sensibilización y el compromiso político para 

cumplir con las obligaciones internacionales, superando la tendencia a 

priorizar la soberanía nacional sobre los compromisos internacionales. 

4. Que, es recomendable analizar reformas exitosas, como la influencia de la 

Corte Europea de Derechos Humanos en la adecuación de sistemas 

nacionales o la interacción entre tribunales internacionales y nacionales 

en casos de crímenes de lesa humanidad, puede ofrecer modelos 

replicables. 

5. Que, la aplicación de la norma supranacional en el orden jurídico interno 

requiere un enfoque integral que combine reformas legales, 

fortalecimiento institucional, cooperación internacional, educación y la 

superación de obstáculos estructurales y políticos. 
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6. Que, la experiencia comparada y las recomendaciones de organismos 

internacionales ofrecen una hoja de ruta clara para avanzar hacia una 

integración más efectiva y respetuosa de los compromisos internacionales 

asumidos por los Estados. 

7. Garantizar la independencia de los jueces constitucionales es esencial 

para evitar la politización y asegurar la imparcialidad en la toma de 

decisiones, se recomienda establecer mecanismos de selección y 

remoción de magistrados que minimicen la influencia de los poderes 

políticos, como la participación de órganos técnicos y la ampliación de los 

periodos de mandato para evitar la dependencia de coyunturas políticas. 

8. Reformar los procedimientos de remoción de magistrados para que no 

dependan exclusivamente del Congreso, evitando así el uso del juicio 

político como herramienta de presión o represalia por decisiones 

judiciales. 

9. Fomentar la transparencia y la rendición de cuentas en la actuación de los 

tribunales constitucionales, publicando sus decisiones y motivaciones de 

manera accesible y comprensible para la ciudadanía. 

10. Definir claramente las competencias de los tribunales constitucionales, 

asegurando que incluyan el control de constitucionalidad de normas, la 

resolución de conflictos de competencias entre órganos del Estado y la 

protección de derechos constitucionalmente cautelados a través de 

mecanismos como el amparo. 

11. Adoptar un modelo mixto de control de la carta fundamental (difuso y 

concentrado), que permita tanto a los tribunales constitucionales como a 
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los jueces ordinarios ejercer control de constitucionalidad, garantizando 

así una protección más efectiva de los derechos. 

12. Otorgar a los tribunales la facultad de revisar sentencias de amparo y 

unificar jurisprudencia en materia de derechos constitucionalmente 

cautelados, siguiendo el ejemplo de la Corte Constitucional de Colombia. 

13. Facilitar el acceso de los ciudadanos a la justicia constitucional, 

permitiendo que personas y colectivos puedan presentar acciones de 

inconstitucionalidad y amparo sin obstáculos procesales excesivos. 

14. Desarrollar un Derecho Procesal Constitucional propio, adaptado a la 

realidad latinoamericana, que incorpore técnicas modernas de 

interpretación y argumentación constitucional, y que garantice procesos 

ágiles y efectivos. 

15. Optimizar la gestión de los tribunales para evitar la congestión de casos, 

priorizando aquellos de mayor relevancia constitucional y estableciendo 

filtros procesales adecuados. 

16. Consolidar el proceso de amparo como mecanismo central de protección 

de derechos constitucionalmente cautelados, asegurando su autonomía, 

especialidad procesal y la posibilidad de tutela de derechos colectivos e 

implícitos, además de los individuales. 

17. Incorporar la protección de derechos sociales, ambientales y de los 

pueblos indígenas en la agenda de la justicia constitucional, respondiendo 

a los desafíos contemporáneos de la región. 
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18. Alinear la jurisprudencia constitucional con los estándares internacionales 

de derechos humanos, especialmente los emanados del Sistema 

Interamericano. 

19. La justicia constitucional en Latinoamérica debe consolidarse como un 

instrumento efectivo para la defensa de la democracia, la protección de 

los derechos constitucionalmente cautelados y la resolución pacífica de 

los conflictos políticos y sociales; para ello, es imprescindible fortalecer su 

independencia, ampliar su accesibilidad, mejorar su eficiencia y 

legitimidad, y adaptarse a los desafíos contemporáneos, aprendiendo de 

las mejores experiencias regionales y globales. 
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Anexo 1.- Evidencia de similitud digital 
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